QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES AL CÓDIGO PENAL FEDERAL, A CARGO DEL DIPUTADO ALAN NOTHOLT GUERRERO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM 

Alan Notholt Guerrero, integrante de la LX legislatura del honorable Congreso de la Unión y del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 73, fracción XXX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta ante el Pleno de esta honorable asamblea, la presente iniciativa mediante la cual se adiciona un artículo 420 Quinquies al Código Penal Federal, con el objeto de que se sancione a los servidores públicos que en ejercicio de sus funciones, o con motivo de ellas, en contravención de lo establecido en la normatividad aplicable, otorguen permisos, licencias o autorizaciones de contenido ambiental, con base en la siguiente 

Exposición de Motivos 

Los principales problemas del ambiente son el cambio climático, la pérdida de la biodiversidad, la amenaza que supone la contaminación para la salud, el modo actual de utilizar los recursos naturales y la producción excesiva de residuos. 

Una forma de enfrentar estos problemas es mediante el establecimiento de legislación adecuada, ya que el ambiente está vinculado a la supervivencia de la humanidad, y su protección es esencial para el bienestar del hombre. 

La realización de conductas que producen daños irreversibles a los recursos naturales y al ambiente deben sancionarse penalmente. Su deterioro pone en riesgo a las presentes y futuras generaciones, y a la vida humana. 

Preservar los recursos y respetar el ambiente es una tarea que no podemos posponer. 

Con base en lo anterior, es urgente llevar a cabo acciones para que nuestro ambiente sea limpio, saludable y productivo, el cual constituye un bien jurídico que debe ser protegido. Su protección hace indispensable recurrir a la función preventiva general y especial del derecho penal. 

Conforme a nuestro derecho vigente, la materia ambiental constituye un bien jurídico de la mayor importancia, en el que convergen la salud pública, los recursos naturales, la flora, la fauna, los ecosistemas, la preservación del equilibrio ecológico y la protección del ambiente. 

Actualmente estos bienes se encuentran tutelados por el Código Penal Federal, en su Título Vigésimo Quinto, denominado "Delitos contra el Ambiente y la Gestión Ambiental". 

No obstante lo anterior, es necesario realizar reformas penales que permitan salvaguardar esos bienes jurídicos frente a ataques que los lesionen o pongan en peligro, como consecuencia de conductas realizadas por servidores públicos. 

La necesidad de esta reforma surge, entre otras razones, de la sentencia dictada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 2004, en la que determinó la inconstitucionalidad del artículo 217 del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común, y para toda la República en Materia del Fuero Federal, relativo al uso indebido de atribuciones y facultades. 

Se determinó la inconstitucionalidad de este delito en virtud de que el artículo 217 del anterior Código Penal para el Distrito Penal en Materia de Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero Federal, resulta violatorio de la garantía prevista en el tercer párrafo del artículo 14 constitucional. 

Cabe precisar que, no obstante que la sentencia citada se refiere al artículo 217 del Código Penal para el Distrito Penal en Materia de Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero Federal (vigente hasta el 16 de julio de 2002), la interpretación de nuestro máximo órgano jurisdiccional resultaría aplicable al artículo 217 del Código Penal Federal, en virtud de que en la descripción típica del delito de uso indebido de atribuciones y facultades también se utiliza el término indebidamente. 

Además, en la sentencia de mérito se precisó que "el legislador, al describir los tipos penales, debe evitar el uso de conceptos indeterminados e imprecisos que generen un estado de incertidumbre jurídica en el gobernado y una actuación arbitraria del intérprete de la norma, a efecto de no atentar contra el principio de legalidad en materia penal, previsto en el artículo 14, párrafo tercero, de la Constitución General de la República". 

Con base en estas premisas consideramos que aun cuando se tuviera que atender al principio de subsidiariedad, conforme al cual se deben aplicar las normas de carácter administrativo antes que el Estado ejerza su facultad punitiva; la protección del ambiente, en algunos supuestos, requiere la adopción de medidas de carácter penal, ya que hay problemas ambientales cuya solución o control no pueden estar supeditados estrictamente a la eficiencia de medios distintos de la aplicación de sanciones penales. 

Lo anterior resulta necesario si tomamos en cuenta que constantemente se realizan conductas que afectan al ambiente y que no han sido inhibidas por los medios extrapenales, como sería el caso del otorgamiento ilícito de permisos para caza deportiva, la importación de los delfines de las islas Salomón para exhibirlos en Cancún sin haber cumplido con los requisitos legales, o la autorización para la construcción de la terminal de gas natural licuado de Chevron Texaco a 600 metros de las islas Coronado y a 13 kilómetros de la costa de Tijuana, y que en días pasados la Comisión de Cooperación Ambiental de América del Norte (CCAAN) notificó que se elaborará un expediente de hechos sobre la petición de investigación por la falta de aplicación efectiva de la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente (LGEEPA) en la evaluación de los impactos ambientales del proyecto. 

En este sentido, la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación nos exige legislar sobre la materia, a fin de salvaguardar los bienes jurídicos que protege el Título Vigésimo Quinto del Código Penal Federal, denominado "Delitos contra el Ambiente y la Gestión Ambiental", ya que en términos de la sentencia dictada por nuestro máximo órgano jurisdiccional, si un servidor público, en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, en contravención de la legislación aplicable, otorga permisos, licencias o autorizaciones para la realización de conductas que lesionan o ponen en peligro el ambiente, podrá ser sujeto de protección y amparo y, en consecuencia, no sería sancionado penal mente por la comisión de la conducta típica descrita en el artículo 217, fracción I, del Código Penal Federal vigente. 

En razón de que en la actualización del tipo penal el término indebidamente a que se refiere el artículo 217 es un elemento normativo del tipo sujeto a valoración, que al ser impreciso y ambiguo se puede prestar a que algún comportamiento de un servidor público pueda ser confundido y no tenga una connotación penal. 

De tal manera que el servidor público que realice dichos actos administrativos sin dar cumplimiento a la legislación aplicable, en el mejor de los casos sólo sería sujeto de sanciones de carácter administrativo pero no de carácter penal, salvo los delitos previstos en los artículos 414; 415, fracción I; 416, y 420 Ter del Código Penal Federal. 

La protección de estos bienes jurídicos resulta necesaria, máxime si consideramos que dentro de la clasificación de los derechos humanos reconocidos en diversos instrumentos jurídicos internacionales se prevé el derecho a tener un ambiente sano y adecuado. 

Asimismo, este derecho está consagrado en el párrafo cuarto del artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual dispone que "toda persona tiene derecho a un medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar". 

Este derecho resulta relevante para la armonía y el equilibrio social; sobre él está la seguridad, el bienestar y la dignidad de la existencia de la sociedad. En consecuencia, la protección del ambiente hace indispensable recurrir a la función preventiva general y especial del derecho penal. 

Por otra parte, es ineludible la observancia del principio de legalidad recogido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el cual se establece que "en los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata". 

El principio de legalidad exige no sólo que los órganos del Estado ajusten el ejercicio de su poder a lo establecido por la ley, sino también que la propia ley penal que se origina por tal ejercicio esté diseñada con claridad y precisión, de suerte que de su contenido se derive certeza jurídica para los gobernados. Lo anterior, a fin de evitar que en lo subsecuente se determine la inconstitucionalidad de algún otro delito por ambigüedad en la norma. 

Por ello, y sin el propósito de ser casuista en la descripción de las conductas prohibidas, propongo la creación de un tipo penal conforme al cual se sancione a los servidores públicos que en ejercicio de sus funciones, o con motivo de ellas, en contravención de lo establecido en la normatividad aplicable, otorguen permisos, licencias o autorizaciones de contenido ambiental. 

La descripción típica se realizará mediante la adición de un artículo 420 Quinquies al Capítulo Quinto, "Disposiciones Comunes a los Delitos contra el Ambiente", del Título Vigésimo Quinto del Código Penal Federal. 

A este respecto es importante destacar que aun cuando se trata de un delito en el cual el sujeto activo deberá tener la calidad específica de "servidor público", considero que el mencionado delito se debe ubicar en el Título Vigésimo Quinto del Código Penal Federal y no en el Título Décimo, denominado "Delitos cometidos por Servidores Públicos", del citado ordenamiento penal sustantivo, ya que en este título el bien jurídico tutelado es la correcta administración del servicio y función pública, a diferencia del Título Vigésimo Quinto, en el cual en el bien jurídico protegido convergen la salud pública, los recursos naturales, la flora, la fauna, los ecosistemas, la preservación del equilibrio ecológico, la protección del ambiente y, en consecuencia, la vida misma. 

Por lo expuesto, con la adición del articulo 420 Quinquies atiendo a la esencia del derecho penal, el cual sanciona determinadas conductas humanas con una pena o medida de seguridad, por cuanto tales conductas lesionan o ponen en peligro bienes jurídicos que, se considera, deben ser protegidos y que de acuerdo con el principio de fragmentariedad del derecho penal, éste limita su protección a aquellos bienes de carácter fundamental como la integridad física, el patrimonio y, en este caso, el ambiente, de cuya protección depende la supervivencia del género humano. 

En este artículo 420 Quinquies se propone establecer como conducta típica "otorgar en contravención a la normatividad aplicable permisos, licencias o autorizaciones de contenido ambiental" sin que constituya un elemento del tipo que estos permisos, licencias o autorizaciones sean de carácter económico, de acuerdo con el bien jurídico que se busca proteger. 

Se trata de un delito en el que el sujeto activo sólo puede ser aquella persona que, además de realizar la acción típica, tenga la calidad exigida en el tipo, que en este caso es la de "servidor público". 

Conforme a la descripción típica que propongo, el servidor público concede los permisos, licencias o autorizaciones de manera ilegal o contraria a las normas que regulan el acto. 

Para tal efecto, será necesario que el servidor público despliegue la conducta típica en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, en contravención de la legislación aplicable en materia ambiental, entre otras, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos. 

En otras palabras, los permisos, licencias o autorizaciones se otorgan sin observar los procedimientos legales correspondientes; por ejemplo, la fracción III del artículo 418 del Código Penal Federal sanciona con pena de 6 meses a 9 años de prisión, y por el equivalente de 100 a 3 mil días multa, al que ilícitamente cambie el uso del suelo forestal, siempre que dichas actividades no se realicen en zonas urbanas. 

Conforme a este supuesto, el servidor público incurrirá en la comisión de la conducta punible cuando autorice el cambio de uso de suelo en terrenos forestales sin observar lo dispuesto en el artículo 117 de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, el cual establece que la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales sólo podrá autorizar el cambio de uso del suelo en terrenos forestales, por excepción, previa opinión técnica de los miembros del Consejo Estatal Forestal de que se trate, y con base en los estudios técnicos justificativos que demuestren que no se compromete la biodiversidad ni se provocará la erosión de los suelos, el deterioro de la calidad del agua ola disminución en su captación, y que los usos alternativos del suelo que se propongan sean más productivos a largo plazo. 

Es decir, se comete el delito cuando el servidor público autoriza el cambio de uso de suelo en terrenos forestales sin tomar en cuenta los estudios técnicos justificativos, o cuando autoriza el cambio de uso de suelo en un terreno incendiado sin que hayan pasado 20 años o en menos tiempo, sin que se haya acreditado fehacientemente que el ecosistema se ha regenerado totalmente, mediante los mecanismos que para tal efecto se establecen en el reglamento correspondiente. 

En términos de lo expuesto, el hecho típico se agota con el otorgamiento ilícito de la licencia, permiso o autorización, con independencia de que se realicen las conductas sobre las que recaen. 

Por lo expuesto, y con la finalidad de que no queden impunes conductas que ponen en peligro o lesionan gravemente bienes jurídicos tan importantes como la salud pública, los recursos naturales, la flora, la fauna, los ecosistemas, la preservación del equilibrio ecológico y la protección del ambiente, en términos de lo previsto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México somete a la consideración de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que adiciona un artículo 420 Quinquies al Código Penal Federal 

Artículo Único. Se adiciona un artículo 420 Quinquies al Capítulo Quinto, "Disposiciones Comunes a los Delitos contra el Ambiente", del Título Vigésimo Quinto del Código Penal Federal, para quedar como sigue: 

Capítulo Quinto 
Disposiciones Comunes a los Delitos contra el Ambiente 

Artículo 420 Quinquies. Se impondrá pena de tres a doce años de prisión y de cuatrocientos a cuatro mil días multa al servidor público que en el ejercicio de sus funciones, o con motivo de ellas, en contravención de lo establecido en la normatividad aplicable otorgue permisos, licencias o autorizaciones de contenido ambiental. 

Artículo 421. ... 

I. a V. ... 

… 

… 

… 

…

Artículo 422. ... 

Artículo 423. ..." 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. A las personas que hayan cometido un delito de los previstos en el presente decreto, con anterioridad a su entrada en vigor, incluidas las procesadas o sentenciadas, les serán aplicadas las disposiciones del Código Penal Federal vigentes al momento de la comisión del delito. 

Dado en la sede del honorable Congreso de la Unión, al primer día del mes de marzo de dos mil siete. 

Diputado Alan Notholt Guerrero (rúbrica) 
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